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Previo a resolver la solicitud del recurrente, para desatar el recurso planteado, este 

Despacho deberá hacer alusión a los autos ilegales y sus efectos, así como los 

presupuestos que deben presentarse para ser revocados de oficio.  

Sobre el particular, el Honorable Consejo de Estado mediante sentencia 30 de 

agosto de 20121, señaló:  

“…En ese sentido, en principio, se tendría que determinar que la acción de tutela no 

procedería, en tanto que, se recuerda, la Jurisprudencia ha considerado que cuando 

no se interponen los recursos de ley, no es la tutela el instrumento para subsanar los 

errores ni revivir los términos precluidos. No obstante, se pone de presente que, si 

bien es cierto que el actor, aparentemente, no interpuso el recurso en tiempo, por 

cuanto se sujetó al Sistema de Información, también lo es que las providencias 

ilegales no tienen ejecutoria por ser decisiones que pugnan con el ordenamiento 

jurídico, y no atan al juez ni a las partes. En ese orden de ideas, se reitera lo dicho 

por esta Corporación2 que ha sido del criterio de que los autos ejecutoriados, que se 

enmarcan en la evidente o palmaria ilegalidad, no se constituyen en ley del proceso 

ni hacen tránsito a cosa juzgada. (…) Varias han sido las manifestaciones de la Corte 

Suprema de Justicia y del Consejo de Estado en el sentido de que, "el auto ilegal no 

vincula procesalmente al juez en cuanto es inexistente"; y en consecuencia, “la 

actuación irregular del juez, en un proceso, no puede atarlo en el mismo para que 

siga cometiendo errores.3” 

 
1 Consejero Ponente Dr. MARCO ANTONIO VELILLA MORENO; Radicación número: 11001-03-15-000-2012-

00117-01(AC)  

2  Consejo de Estado. Sección Tercera. Ponente: Dra. María Elena Giraldo Gómez. RADICACION: 17583. 

FECHA:2000/07/13. 

3  Auto, Sección Tercera, Consejo de Estado, Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque. FECHA: 04/06/24. 

Radicación:08001-23-31- 000-2000-2482-0 
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Y en sentencia del 13 de octubre de 2016, con ponencia de la Dra. MARTHA 

TERESA BRICEÑO DE VALENCIA, dentro del proceso radicado No. 47001-23-33-

000-2013- 90066-01(21901), considero que:  

“…la Corte Suprema de Justicia ha establecido por vía jurisprudencial una excepción 

fundada en que los autos manifiestamente ilegales no cobran ejecutoria y por 

consiguiente no atan al juez 4 . Dicho criterio, por supuesto, debe obedecer a 

condiciones eminentemente restrictivas, para que el operador jurídico no resulte 

modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de terceros, con 

fundamento en providencias judiciales, ni desconociendo normas de orden público 

como tampoco el principio de preclusión de las etapas procesales5. Por tanto, la 

aplicación de esa figura supone estar frente a una decisión manifiestamente ilegal, 

que represente una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación 

se lleve a cabo observando un término prudencial que permita establecer una 

relación de inmediatez entre el supuesto auto ilegal y el que tiene como propósito 

enmendarlo. Al no cobrar ejecutoria los actos ilegales por afectarse de una evidente 

o palmaria ilegalidad, tampoco constituyen ley del proceso ni hacen tránsito a cosa 

juzgada.” 

Así pues, mediante auto de fecha 19 de febrero de 2019, el Despacho decidió 

declarar la pérdida de competencia del proceso. Sin embargo, revisada la norma 

procesal a aplicar observamos que el artículo 121 del CGP prescribe: 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir 

un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, 

contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento 

ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para resolver 

la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir de la 

recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tribunal.” 

Entonces, la interpretación que realiza el despacho es que la aplicación de la norma 

en comento solo puede predicarse para sentencias, y no para autos.  

Sumado a lo anterior, la sentencia C-443 de 2019, resolvió declarar la 

inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso 6 del 

artículo 121 del Código General del Proceso, y la exequibilidad condicionada del 

resto de este inciso, en el entendido de que la nulidad allí prevista debe ser alegada 

antes de proferirse la sentencia, y de que es saneable en los términos de los 

artículos 132 y subsiguientes del Código General del Proceso. 

Asi como  declarar la exequibilidad condicionada del inciso 2 del artículo 121 del 

Código General del Proceso, en el sentido de que la pérdida de competencia del 

funcionario judicial correspondiente sólo ocurre previa solicitud de parte, sin 

perjuicio de su deber de informar al Consejo Superior de la Judicatura al día 

siguiente del término para fallar, sobre la circunstancia de haber transcurrido 

dicho término sin que se haya proferido sentencia, y declarar la exequibilidad 

condicionada del inciso 8 del artículo 121 del Código General del Proceso, en el 

sentido de que el vencimiento de los plazos contemplados en dicho precepto no 

implica una descalificación automática en la evaluación de desempeño de los 

funcionarios judiciales. 

De allí que se predique que se hace necesario dejar sin valor ni efecto jurídico el 

auto de fecha febrero 19 de 2019, que declaró la perdida de competencia, cuando 

en realidad no era procedente declarar tal, por tal razón, de conformidad con la 

 
4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de junio 28 de 1979 M. P. Alberto 

Ospina Botero; Sentencia No. 286 del 23 de Julio de 1987 M. P. Héctor Gómez Uribe; Auto No. 122 

del 16 de junio de 1999 M. P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss; Sentencia 096 del 24 de mayo de 

2001 M. P. Silvio Fernando Trejos Bueno, entre muchas otras.  

5 T-519 de 2005 11 T-1274 de 2005 



jurisprudencia traída a colación, dicho auto se torna ineficaz y por consiguiente no 

ata al juez, ni cobra ejecutoria. 

Con fundamento a lo anterior, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Valledupar, 

RESUELVE 

CUESTION UNICA. Dejar sin valor ni efecto jurídico el proveído de fecha febrero 19 

de 2019, por las razones antes expuestas.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Juez, 

 
 

MARINA ACOSTA ARIAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


